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Tribunal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública 
 

Resolución N° 010309942020 
 
Expedientes : 01316-2020-JUS/TTAIP 
  01322-2020-JUS/TTAIP 
Impugnante : JORGE ARTURO PAZ MEDINA 
Entidad : SEGURO SOCIAL DE SALUD – RED ASISTENCIAL AREQUIPA 
Sumilla :  Declara fundado recurso de apelación 
 
Miraflores, 16 de diciembre de 2020 
 
VISTO los Expedientes de Apelación N° 01316-2020-JUS/TTAIP y N° 01322-2020- 
JUS/TTAIP de fecha 2 de noviembre de 2020, interpuesto por JORGE ARTURO PAZ 
MEDINA contra las Cartas N° 092-OST-GRARR-ESSALUD-2020 y N° 096-OST-
GRARRESSALUD-2020 notificadas con fecha 16 de octubre de 2020, a través de las 
cuales la RED ASISTENCIAL DE AREQUIPA - ESSALUD dio respuesta las solicitudes 
de acceso a la información pública presentadas por el recurrente con fecha 13 de octubre 
de 2020. 
 
CONSIDERANDO: 
 

I. ANTECEDENTES  
 

Con fecha 13 de octubre de 2020 el recurrente solicitó a la entidad, la siguiente 
documentación (solicitud 1): 
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En la misma fecha, el recurrente solicitó a la entidad, la siguiente información (Solicitud 2): 
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Mediante las Cartas N° 096-OST-GRARR-ESSALUD-2020 y N° 092-OST-
GRARRESSALUD-2020, notificadas al recurrente con fecha 16 de octubre de 2020, la 
entidad le requirió la aclaración de los Puntos 4, 5, 7, 9, 10, 11 y 12  de la Solicitud 1, y 
la aclaración de los Puntos 7 y 8 de Solicitud 2, en aplicación del literal d del artículo 10 
del Decreto Supremo Nº 072-2003-PCM, Reglamento de la Ley Nº 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, que exige a los solicitantes la 
expresión concreta y precisa del pedido de información, requiriéndole al recurrente que 
especifique el número de documento, informe, carta, siglas, número de registro NIT, 
fecha y/o periodo en que se produjeron los hechos u otro dato que permitan su 
búsqueda, otorgándole un plazo perentorio de dos (2) días para aclarar su pedido, y en 
caso no cumpla con dicha subsanación, la solicitud se tendría como no presentada y 
consecuentemente remitida al archivo. 
 
Asimismo, mediante las referidas cartas, la entidad de comunicó al recurrente que, 
debido a la gran cantidad de documentos que pide diariamente, y la complejidad de 
tales requerimientos, de conformidad con lo establecido en el artículo 14 del reglamento 
de la ley de Transparencia, haría uso de la prorroga prevista por la ley, señalando como 
fecha de entrega de la información requerida para el 13 de noviembre de 2020. 
 
Con fecha 19 de octubre de 2020 el recurrente interpuso ante la entidad los recursos 
de apelación materia de análisis, los mismos que fueron derivados a esta instancia con 
fecha 2 de noviembre de 2020, mediante los Oficios Nº 358-GRAAR-ESSALUD-2020 y 
362-GRAAR-ESSALUD-2020. 
 
Mediante la Resolución Nº 010109042020 de fecha 1 de diciembre de 2020, se admitió 
a trámite los recursos de apelación materia de análisis1, requiriendo a la entidad la 
remisión de los expedientes administrativos correspondientes y la formulación de sus 
descargos, los cuales a la fecha no han sido presentados. 
 

II. ANÁLISIS 
 

El numeral 5 del artículo 2° de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera y 
a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el 
pedido, con excepción de aquellas informaciones que afectan la intimidad personal y 
las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
A su vez, el artículo 3° del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo N° 
021-2019-PCM2, establece que por el principio de publicidad toda información que 
posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las 
entidades la obligación de entregar la información que demanden las personas en 
aplicación de dicho principio. 

 
1  Resolución notificada a la entidad el 4 de diciembre de 2020. 
2  En adelante, Ley de Transparencia. 
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Por su parte, el artículo 10° de la citada ley establece que las entidades de la 
Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se 
refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control. 
 
Adicionalmente, el literal b) del artículo 11 de la Ley de Transparencia señala que 
debido a causas justificadas relacionadas a la comprobada y manifiesta falta de 
capacidad logística u operativa o de recursos humanos de la entidad o al  significativo 
volumen de la información solicitada, por única vez la entidad debe comunicar al 
solicitante la fecha en que proporcionará la información solicitada de forma 
debidamente fundamentada, en un plazo máximo de dos (2) días hábiles de recibido el 
pedido de información. El incumplimiento del plazo faculta al solicitante a recurrir ante 
Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 
Asimismo, el artículo 11 del Reglamento de la Ley de Transparencia señala que la 
entidad deberá solicitar la subsanación de los requisitos de una solicitud de acceso a la 
información pública, cuando corresponda, en un plazo máximo de dos (2) días hábiles 
de recibida la respectiva solicitud, transcurrido el cual se entenderá por admitida.  
 
2.1 Materia en discusión 

 
De autos se aprecia que la controversia radica en determinar si corresponde la 
entrega de la información solicitada por el recurrente.  
 

2.2 Evaluación  
 

Atendiendo a lo dispuesto en las normas descritas y en aplicación del Principio de 
Publicidad, toda información que posean las entidades que conforman la 
Administración Pública, que se encuentre contenida en documentos escritos o en 
cualquier otro formato, es de acceso público, siempre que haya sido elaborada por 
la entidad o que se encuentre bajo su poder, que no implique la obligación de 
dichas entidades de crear o producir información con la que no cuente o no tenga 
obligación de contar al momento de efectuarse el pedido, o que no esté dentro de 
las excepciones al derecho de acceso a la información pública. 
 
Con relación a dicho principio, el Tribunal Constitucional ha señalado en el 
Fundamento 5 de la sentencia recaída en el Expediente N° 3035-2012-PHD/TC 
que: 
 
“De acuerdo con el principio de máxima divulgación, la publicidad en la actuación 
de los poderes públicos constituye la regla y el secreto, cuando cuente con 
cobertura constitucional, la excepción (STC N.° 02579-2003-HD/TC), de ahí que 
las excepciones al derecho de acceso a la información pública deben ser 
interpretadas de manera restrictiva y encontrarse debidamente fundamentadas". 
 
Ahora bien, en el presente caso se tiene que la entidad requirió al recurrente la 
subsanación de determinados ítems de las solicitudes de acceso a la información 
pública presentadas con fecha 13 de octubre de 2020, habiendo notificado al 
solicitante las Cartas N° 096-OST-GRARR-ESSALUD-2020 y N° 092-OST-
GRARRESSALUD-2020 con fecha 16 de octubre de 2020, sin embargo, tal como 
lo señala la última parte del artículo 11 del Reglamento de la Ley de Transparencia, 
la entidad tiene un plazo de dos (2) días hábiles para solicitar la referida 
subsanación, lo cual no ha ocurrido en el presente caso, pues tales requerimientos 
fueron notificados con posterioridad al referido plazo, por lo que corresponde tener 
por admitidas en sus propios términos y sobre la totalidad de los ítems contenidos 
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en las solicitudes de acceso a la información pública presentadas por el recurrente 
con fecha 13 de octubre de 2020.    
 
Siendo ello así, se debe tener presente que el artículo 3 de la Ley de Transparencia 
consagra expresamente el Principio de Publicidad, al establecer que “Toda 
información que posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones 
expresamente previstas por (…) la presente Ley”, esto es, determina como regla 
general la publicidad de la información en poder de las entidades públicas, mientras 
que el secreto es la excepción. 

 
En ese contexto, toda documentación que obra en el archivo o dominio estatal es 
de carácter público para conocimiento de la ciudadanía por ser de interés general, 
conforme lo ha subrayado el Tribunal Constitucional en el Fundamento 5 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 4865-2013-PHD/TC al señalar que: 

 
“La protección del derecho fundamental de acceso a la información pública no solo 
es de interés para el titular del derecho, sino también para el propio Estado y para 
la colectividad en general. Por ello, los pedidos de información pública no deben 
entenderse vinculados únicamente al interés de cada persona requirente, sino 
valorados además como manifestación del principio de transparencia en la 
actividad pública. Este principio de transparencia es, de modo enunciativo, garantía 
de no arbitrariedad, de actuación lícita y eficiente por parte del Estado, y sirve como 
mecanismo idóneo de control en manos de los ciudadanos”. 

 
En el presente caso se tiene que el recurrente solicitó a la entidad diversa 
documentación e información correspondiente a la gestión administrativa y del 
personal, así como sobre la disposición de recursos públicos, habiendo la entidad 
omitido entregar la documentación solicitada o comunicar que no cuenta con la 
información requerida, no tiene la obligación de poseerla o, teniéndola en su poder, 
no acreditó la existencia de algún supuesto de excepción previsto en la Ley de 
Transparencia para su denegatoria, por lo que la Presunción de Publicidad 
respecto de la información solicitada se encuentra plenamente vigente al no haber 
sido desvirtuada. 

 
En tal sentido, corresponde amparar los recursos de apelación presentados por el 
recurrente, debiendo la entidad entregar documentación solicitada, o en su caso, 
comunicar de forma clara, precisa y veraz su inexistencia. 

 
Por los considerandos expuestos y de conformidad con lo previsto por el artículo 6 y el 
numeral 1 del artículo 7 del Decreto Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo N° 1353, 
Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección de Datos Personales y la 
Regulación de la Gestión de Intereses;  
 
SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADOS los recursos de apelación interpuestos por JORGE 
ARTURO PAZ MEDINA mediante Expedientes Nº  01316-2020-JUS/TTAIP y Nº 01322-
2020-JUS/TTAIP contra las Cartas N° 092-OST-GRARR-ESSALUD-2020 y N° 096-OST-
GRARRESSALUD-2020 emitidas por el SEGURO SOCIAL DE SALUD - RED 
ASISTENCIAL AREQUIPA; en consecuencia, ORDENAR que la entidad entregue la 
documentación solicitada por el recurrente, o de ser el caso, le comunique de forma clara, 
precisa y veraz su inexistencia, atendiendo a los considerandos expuestos en la presente 
resolución. 
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Artículo 2.- SOLICITAR al SEGURO SOCIAL DE SALUD - RED ASISTENCIAL 
AREQUIPA que, en un plazo máximo de cinco (5) días hábiles, acredite el cumplimiento 
de lo dispuesto en el artículo precedente. 
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228° del Texto Único Ordenado de la Ley 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS.  
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a JORGE ARTURO PAZ 
MEDINA y al SEGURO SOCIAL DE SALUD - RED ASISTENCIAL AREQUIPA, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 18° de la norma señalada en el artículo 
precedente. 
 
Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe). 
 
 
 
 

 
 
 
 
vp:pcp 


